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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

INFORME DE CONCILIACIÓN DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 354 DE 2020 
SENADO, 113 DE 2020 CÁMARA

por el cual se declara patrimonio cultural de la Nación el Festival Araucano de la Frontera Torneo 
Internacional del Joropo y el Contrapunteo Reinado Internacional de la Belleza Llanera.

INFORME DE CONCILIACION DEL PROYECTO DE LEY NO 354 DE 2020 SENADO, 113 DE 2020 CÁMARA, 
“POR EL CUAL SE DECLARA PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN EL FESTIVAL ARAUCANO DE LA 
FRONTERA TORNEO INTERNACIONAL DEL JOROPO Y EL CONTRAPUNTEO REINADO INTERNACIONAL 
DE LA BELLEZA LLANERA” 

 
Doctor 
JUAN DIEGO GOMEZ 
Presidente  
Senado de la República 
 
Doctora 
JENNIFFER KRISTIN ARIAS 
Presidente 
Cámara de Representantes 
 
 

Referencia: Informe de Conciliación al Proyecto de Ley No 354 de 2020 Senado, 113 de 2020 Cámara, 
“Por el cual se declara patrimonio cultural de la Nación el Festival Araucano de la frontera torneo 
internacional del joropo y el contrapunteo reinado internacional de la belleza llanera” 

 

Respetados presidentes: 

 

En atención de lo dispuesto por el artículo 161 de la Constitución Política, los artículos 186, 187 y 188 de 
la Ley 5 de 1.992 y la honrosa designación que nos hicieran las Mesas Directivas de ambas células 
legislativas, de manera atenta nos permitimos rendir informe de conciliación sobre el proyecto de ley de 
la referencia bajo los siguientes términos:  

Resulta necesario resaltar que, el proyecto de ley 354 de 2020 Senado – 113 Cámara de 2020, sufrió una 
modificación en su trámite legislativo, razón por la cual, el articulado aprobado en la plenaria de la 
Cámara de Representantes el 27 de octubre de 2020  y el texto definitivo aprobado en la plenaria del 
Senado de la República 24 de agosto de 2021, tienen una diferencia en el artículo sexto  por lo cual se 
hace necesario hacer  mediación a fin de que, una vez se surta el trámite de discusión y votación del 
presente informe, se proceda a su sanción presidencial y se convierta en ley de la República. Realizado 
el análisis correspondiente, hemos decidido acoger el texto aprobado por la Honorable Senado de la 
República 

Como soporte de esta decisión, a continuación, se expone un cuadro con los artículos aprobados en 
cada cámara las modificaciones que se presentaron y el texto conciliado.  

De conformidad con lo anterior, nos permitimos solicitarles de manera respetuosa a las Honorables 
Plenarias del Senado de la República y de la Cámara de Representantes aprobar el texto conciliado. 

TEXTO APROBADO EN LA 
PLENARIA  DE LA CAMARA DE 
REPRESENTANTES 
 

TEXTO APROBADO EN LA 
PLENARIA  DEL SENADO DE LA 
REPUBLICA. 

TEXTO CONCILIADO 

Artículo 1. Declárese 
Patrimonio Cultural de la 
Nación el “Festival araucano de 
la frontera torneo internacional 
del joropo y el contrapunteo 
reinado internacional de la 
belleza llanera”, que se celebra 
en el municipio de Arauca 
(Arauca). 

Artículo 1. Declárese Patrimonio 
Cultural de la Nación el “Festival 
araucano de la frontera torneo 
internacional del joropo y el 
contrapunteo reinado 
internacional de la belleza 
llanera”, que se celebra en el 
municipio de Arauca (Arauca). 

Igual 

Artículo 2. Reconózcase al 
municipio de Arauca (Arauca) 
como el lugar de origen y a sus 
habitantes como gestores 
principales del “Festival 
araucano de la frontera torneo 
internacional del joropo y el 
contrapunteo reinado 
internacional de la belleza 
llanera”. 

Artículo 2. Reconózcase al 
municipio de Arauca (Arauca) 
como el lugar de origen y a sus 
habitantes como gestores 
principales del “Festival 
araucano de la frontera torneo 
internacional del joropo y el 
contrapunteo reinado 
internacional de la belleza 
llanera”.  

Igual 

Artículo 3. El Gobierno 
Nacional, a través del 
Ministerio de Cultura, 
contribuirá en la promoción, 
sostenimiento, conservación, 
divulgación, desarrollo y 
fomento, nacional e 
internacional del “Festival 
araucano de la frontera torneo 
internacional del joropo y el 

Artículo 3. El Gobierno Nacional, 
a través del Ministerio de 
Cultura, contribuirá en la 
promoción, sostenimiento, 
conservación, divulgación, 
desarrollo y fomento, nacional e 
internacional del “Festival 
araucano de la frontera torneo 
internacional del joropo y el 
contrapunteo reinado 

Igual 
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contrapunteo reinado 
internacional de la belleza 
llanera”. 

internacional de la belleza 
llanera”. 

Artículo 4. El Ministerio de 
Cultura iniciará lo 
correspondiente para la 
declaratoria y el manejo como 
patrimonio cultural del 
“Festival araucano de la 
frontera torneo internacional 
del joropo y el contrapunteo 
reinado internacional de la 
belleza llanera”, de acuerdo 
con los estipulado en la 
presente Ley y en los artículos 
4, 5, 8 y 11.1 de la Ley 397 de 
1997, modificada por la Ley 
1185 de 2008. 

Artículo 4. El Ministerio de 
Cultura iniciará lo 
correspondiente para la 
declaratoria y el manejo como 
patrimonio cultural del “Festival 
araucano de la frontera torneo 
internacional del joropo y el 
contrapunteo reinado 
internacional de la belleza 
llanera”, de acuerdo con los 
estipulado en la presente Ley y 
en los artículos 4, 5, 8 y 11.1 de 
la Ley 397 de 1997, modificada 
por la Ley 1185 de 2008.  

Igual 

Artículo 5. A partir de la 
promulgación de la presente 
Ley y de conformidad con los 
artículos 334, 341, 359 y 366 de 
la Constitución Política, 
autorizase al Gobierno 
Nacional para que efectúe las 
apropiaciones requeridas en el 
Presupuesto General de la 
Nación, de conformidad con los 
lineamientos del marco fiscal 
de mediano plazo, para la 
remodelación, recuperación, 
construcción y terminación de 
las siguientes obras, que tiene 
que ver de manera directa con 
la realización del mencionado 
festival:  

a) Complejo cultural “Alma 

Artículo 5. A partir de la 
promulgación de la presente Ley 
y de conformidad con los 
artículos 334, 341, 359 y 366 de 
la Constitución Política, 
autorizase al Gobierno Nacional 
para que efectúe las 
apropiaciones requeridas en el 
Presupuesto General de la 
Nación, de conformidad con los 
lineamientos del marco fiscal de 
mediano plazo, para la 
remodelación, recuperación, 
construcción y terminación de 
las siguientes obras, que tiene 
que ver de manera directa con la 
realización del mencionado 
festival:  

a) Complejo cultural “Alma 

Igual 

llanera”.  

b) Museo “Festival del 
Joropo”. 

c) Monumento múltiple 
“Festival del Joropo”.  

d) Construcción del 
sendero y parque lineal 
histórico del Festival del 
Joropo, que incluye las 
cápsulas virtuales para 
proyección de la obra en 
3D.  

e) Investigación y publicación 
de las memorias del Festival del 
Joropo 

llanera”.  

b) Museo “Festival del 
Joropo”. 

c) Monumento múltiple 
“Festival del Joropo”.  

d) Construcción del sendero 
y parque lineal histórico del 
Festival del Joropo, que 
incluye las cápsulas virtuales 
para proyección de la obra 
en 3D.  

e) Investigación y 
publicación de las memorias 
del Festival del Joropo.  

Artículo 6. En un plazo no 
mayor a un año de la entrada 
en vigencia de esta Ley, Radio y 
Televisión de Colombia R.T.V.C. 
producirá un programa de 
televisión y radio, que será 
transmitido por el canal 
institucional Señal Colombia, 
Canal del Congreso y la Radio 
Difusora Nacional, sobre esta 
condición de "Patrimonio 
Histórico y Cultural" del 
mencionado Festival, 
destacando además los 
diferentes aspectos 
demográficos, sociales y 
económicos del municipio de 
Arauca.  

Artículo 6. En un plazo no mayor 
a un año de la entrada en 
vigencia de esta Ley, se autoriza 
al Gobierno Nacional producir 
un programa de televisión y 
radio, que será transmitido por 
el canal institucional Señal 
Colombia, Canal del Congreso y 
la Radio Difusora Nacional, 
sobre esta condición de 
"Patrimonio Histórico y Cultural" 
del mencionado Festival, 
destacando además los 
diferentes aspectos 
demográficos, sociales y 
económicos del municipio de 
Arauca.  

Se acoge el Texto de Senado 

Artículo 7. La presente ley rige 
a partir de la fecha de su 
sanción y promulgación 

Artículo 7. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su sanción y 
promulgación 

Igual 

TEXTO CONCILIADO PROPUESTO 

PROYECTO DE LEY  No. 354 DE 2020 SENADO, No. 113 DE 2020 CÁMARA 
 

“Por el cual se declara patrimonio cultural de la Nación el “Festival araucano de la frontera torneo 
internacional del joropo y el contrapunteo reinado internacional de la belleza llanera”” 

 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
 

Decreta: 
 

Artículo 1. Declárese Patrimonio Cultural de la Nación el “Festival araucano de la frontera torneo 
internacional del joropo y el contrapunteo reinado internacional de la belleza llanera”, que se celebra en 
el municipio de Arauca (Arauca). 
 
 Artículo 2. Reconózcase al municipio de Arauca (Arauca) como el lugar de origen y a sus habitantes 
como gestores principales del “Festival araucano de la frontera torneo internacional del joropo y el 
contrapunteo reinado internacional de la belleza llanera”.  
 
Artículo 3. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Cultura, contribuirá en la promoción, 
sostenimiento, conservación, divulgación, desarrollo y fomento, nacional e internacional del “Festival 
araucano de la frontera torneo internacional del joropo y el contrapunteo reinado internacional de la 
belleza llanera”. 
 
 Artículo 4. El Ministerio de Cultura iniciará lo correspondiente para la declaratoria y el manejo como 
patrimonio cultural del “Festival araucano de la frontera torneo internacional del joropo y el 
contrapunteo reinado internacional de la belleza llanera”, de acuerdo con los estipulado en la presente 
Ley y en los artículos 4, 5, 8 y 11.1 de la Ley 397 de 1997, modificada por la Ley 1185 de 2008.  
 
Artículo 5. A partir de la promulgación de la presente Ley y de conformidad con los artículos 334, 341, 
359 y 366 de la Constitución Política, autorizase al Gobierno Nacional para que efectúe las apropiaciones 
requeridas en el Presupuesto General de la Nación, de conformidad con los lineamientos del marco 
fiscal de mediano plazo, para la remodelación, recuperación, construcción y terminación de las 
siguientes obras, que tiene que ver de manera directa con la realización del mencionado festival:  
 

a) Complejo cultural “Alma llanera”.  
b) Museo “Festival del Joropo”. 
c) Monumento múltiple “Festival del Joropo”.  
d) Construcción del sendero y parque lineal histórico del Festival del Joropo, que incluye las cápsulas 
virtuales para proyección de la obra en 3D.  
e) Investigación y publicación de las memorias del Festival del Joropo. 

Artículo 6. En un plazo no mayor a un año de la entrada en vigencia de esta Ley, se autoriza al Gobierno 
Nacional producir un programa de televisión y radio, que será transmitido por el canal institucional 
Señal Colombia, Canal del Congreso y la Radio Difusora Nacional, sobre esta condición de "Patrimonio 
Histórico y Cultural" del mencionado Festival, destacando además los diferentes aspectos demográficos, 
sociales y económicos del municipio de Arauca.  
 
Artículo 7. La presente ley rige a partir de la fecha de su sanción y promulgación. 
 
De los Honorables Congresistas, 

 

 

 

AMANDA ROCIO GONZALEZ R. 
Senadora de la República 
 

 

 

MONICA LILIANA VALENCIA MONTAÑA 
Representante a la Cámara por  
el departamento del Vaupés  
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P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

481 DE 2021 SENADO – 124 DE 2020 CÁMARA

por la cual se modifican los artículos 175 y 201 de la Ley 906 de 2004, con el fin de establecer un término 
perentorio para la etapa de indagación, tratándose de delitos graves realizados contra los niños, niñas y 
adolescentes, se crea la unidad especial de investigación de delitos priorizados cometidos contra la infancia 

y la adolescencia, y se dictan otras disposiciones.

Bogotá D.C. 3 de noviembre de 2021

Honorable Senador 
GERMÁN VARÓN COTRINO 
Presidente 
Comisión Primera Constitucional Permanente
Senado de la República 
Congreso de la República 
Ciudad 

Referencia: Informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de Ley No. 481 
de 2021 Senado – 124 de 2020 Cámara “Por la cual se modifican los artículos 175 
y 201 de la Ley 906 de 2004, con el fin de establecer un término perentorio para la 
etapa de indagación, tratándose de delitos graves realizados contra los niños, niñas 
y adolescentes, se crea la unidad especial de investigación de delitos priorizados 
cometidos contra la infancia y la adolescencia, y se dictan otras disposiciones”

Honorable Presidente Senadores:

En cumplimiento del encargo hecho por la Mesa Directiva de la Comisión Primera 

Constitucional del Senado de la República, procedo a rendir Informe de Ponencia 

para segundo debate al Proyecto de Ley No. 481 de 2021 Senado – 124 de 2020 

Cámara.  El Informe de Ponencia de este Proyecto de Ley se rinde en los siguientes 

términos:

PROYECTO DE LEY NO. 481 DE 2021 SENADO – 124 DE 2020 CÁMARA 

“POR LA CUAL SE MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 175 Y 201 DE LA LEY 906 DE 2004, 
CON EL FIN DE ESTABLECER UN TÉRMINO PERENTORIO PARA LA ETAPA DE 

INDAGACIÓN, TRATÁNDOSE DE DELITOS GRAVES REALIZADOS CONTRA LOS 
NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES, SE CREA LA UNIDAD ESPECIAL DE 

INVESTIGACIÓN DE DELITOS PRIORIZADOS COMETIDOS CONTRA LA INFANCIA Y 
LA ADOLESCENCIA, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”

I. TRÁMITE DE LA INICIATIVA

El Proyecto de Ley No. 124 de 2020 Cámara fue presentado por el Honorable 

Senador Alejandro Corrales Escobar, y por los HHRR. Gabriel Jaime Vallejo Chujfi, 

Ruben Darío Molano Piñeros, Juan Espinal Ramirez, Christian Munir Garcés Aljure, 

Milton Hugo Angulo Viveros, José Jaime Uscátegui Pastrana, Margarita María 

Restrepo Arango, Juan Manuel Daza Iguaran, Yenica Sugein Acosta Infante, 

Adriana Magali Matiz Vargas, Julio César Triana Quintero, Erwin Arias Betancur, 

Harry Giovanny González García, Alfredo Rafael Deluque Zuleta y Nilton Córdoba 

Manyoma. Proyecto publicado en la Gaceta 669 de 2020. 

Igualmente, el 27 de agosto de 2020, la Mesa Directiva de la Comisión Primera de 

la Cámara de Representantes designó como ponentes en primer debate para el 

Proyecto en mención a los HH.RR. Gabriel Jaime Vallejo Chujfi –C, Erwin Arias 

Betancur –C, Alfredo Rafael Deluque Zuleta, Nilton Córdoba Manyoma, Adriana 

Magali Matíz Vargas, Juanita María Goebertus Estrada, Luis Alberto Albán Urbano, 

Carlos Germán Navas Talero y Ángela María Robledo Gómez. 

El presente Proyecto de Ley fue debida y previamente anunciado para ser discutido 

el día 24 de septiembre de 2020, fecha en la cual fue aprobado en primer debate, 

sin modificaciones, por las mayorías requeridas. En ese mismo día fueron 

designados los ponentes para rendir informe de ponencia para segundo debate. 

Posteriormente, en sesión plenaria de la cámara de representantes, del día 29 de 

abril de 2021, fue aprobado en segundo debate el Texto definitivo con 

modificaciones del proyecto de ley No. 124 de 2020 Cámara “Por medio de la cual 

se modifican los artículos 175 y 201 de la Ley 906 de 2004, con el fin de establecer 

un término perentorio para la etapa de indagación, tratándose de delitos graves 

realizados contra los niños, niñas y adolescentes, se crea la unidad especial de 

investigación de delitos priorizados cometidos contra la infancia y la adolescencia, 

y se dictan otras disposiciones”. Lo anterior, según consta en el acta de la sesión 

plenaria ordinaria No. 220 de abril 29 de 2021, previo su anuncio en la sesión del 

día 27 de abril de 2021, correspondiente al acta No. 218. Finalmente, con fecha 26 

de mayo de 2021, se recibió de la cámara de representantes el expediente del 

Proyecto de ley No. 124 de 2020 Cámara “Por medio de la cual se modifican los 

artículos 175 y 201 de la Ley 906 de 2004, con el fin de establecer un término 

perentorio para la etapa de indagación, tratándose de delitos graves realizados 

contra los niños, niñas y adolescentes, se crea la unidad especial de investigación 

de delitos priorizados cometidos contra la infancia y la adolescencia, y se dictan 

otras disposiciones”.

La ponente designada para en Senado, rindió su informe de ponencia en la 

Comisión Primera Constitucional Permanente del honorable Senado de la 

República, la cual fue publicada en la Gaceta del congreso No 1137/2021.

El 8 de septiembre del año en curso, se debatió en la Comisión Primera del Senado, 

el mencionado proyecto de ley y se designó una Subcomisión integrada por los 

siguientes senadores:

1. H.S. Temístocles Ortega. 
2. H.S Eduardo Emilio Pacheco
3. H.S Soledad Tamayo Tamayo
4. H.S Iván Name
5. H.S Esperanza Andrade.

Una vez reunidos los integrantes de la subcomisión, habiendo estudiado el texto 

originalmente presentado, la proposición presentada por el H.S. Eduardo Pacheco, 

las observaciones presentadas y  los argumentos de las mismas, expresados en el 

debate el  miércoles 8 de septiembre de 2021, y en la reunión de la subcomisión, 

se propuso el siguiente texto para la discusión y votación por la Comisión Primera 

Constitucional Permanente del senado al Proyecto de Ley No. 481 de 2021 Senado 

– 124 de 2020 Cámara “Por la cual se modifican los artículos 175 y 201 de la Ley 

906 de 2004, con el fin de establecer un término perentorio para la etapa de 

indagación, tratándose de delitos graves realizados contra los niños, niñas y 

adolescentes, se crea la unidad especial de investigación de delitos priorizados 

cometidos contra la infancia y la adolescencia, y se dictan otras disposiciones”:

TEXTO PROPUESTO POR LA SUBCOMISION

Proyecto de Ley número 481 de 2021 Senado – 124 de 2020 Cámara

“Por la cual se modifican los artículos 175 y 201 de la Ley 906 de 2004, con el 
fin de establecer un término perentorio para la etapa de indagación, 

tratándose de delitos graves realizados contra los niños, niñas y 
adolescentes, se crea la unidad especial de investigación de delitos 

priorizados cometidos contra la infancia y la adolescencia, y se dictan otras 
disposiciones”

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

ARTÍCULO 1. OBJETO. Modificar los artículos 175 y 201 de la Ley 906 de 2004, a 
fin de establecer un término de seis (6) meses, en el cual la Fiscalía General de la 
Nación, deberá formular imputación de cargos o archivar motivadamente la 
indagación, en delitos que se ejerzan en contra de menores de edad y crear la 
Unidad Especial de Investigación de Delitos Priorizados, cometidos contra menores 
de edad.
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ARTÍCULO 2. Modifíquese el artículo 175 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará 
así: 

“ARTÍCULO 175. DURACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS. El término de que 
dispone la Fiscalía para formular la acusación o solicitar la preclusión no podrá 
exceder de noventa (90) días contados desde el día siguiente a la formulación de la 
imputación, salvo lo previsto en el artículo 294 de este código. 

El término será de ciento veinte (120) días cuando se presente concurso de delitos, 
o cuando sean tres o más los imputados o cuando se trate de delitos de competencia 
de los Jueces Penales de Circuito Especializados. 

La audiencia preparatoria deberá realizarse por el juez de conocimiento a más 
tardar dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes a la audiencia de 
formulación de acusación. 

La audiencia del juicio oral deberá iniciarse dentro de los cuarenta y cinco (45) días 
siguientes a la conclusión de la audiencia preparatoria. 

PARÁGRAFO 1°. La Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a 
partir de la recepción de la noticia criminis para formular imputación u ordenar 
motivadamente el archivo de la indagación. Este término máximo será de tres años 
cuando se presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados. 
Cuando se trate de investigaciones por delitos que sean de competencia de los 
jueces penales del circuito especializado el término máximo será de cinco años. 

PARÁGRAFO 2°. Tratándose de los delitos de homicidio (Art. 103 C.P.), feminicidio 
(Art. 104A C.P.), inducción o ayuda al suicidio (Art 107 C.P.), delitos contra la 
libertad individual y otras garantías (Capítulos I, II, IV y V del Título III C.P.), violencia 
intrafamiliar (Art. 229 C.P.) o de delitos contra la libertad, integridad y formación 
sexual (Título IV C.P.), perpetrados contra menores de dieciocho (18) años, la 
Fiscalía tendrá un término de seis (6) meses contados a partir de la recepción de la 
noticia criminal para formular la imputación u ordenar mediante decisión motivada 
el archivo de la indagación, prorrogables por una sola vez hasta por seis (6) meses 
más cuando medie justificación razonable. 

Si vencido este término no se ha llevado a cabo la imputación o el archivo, el fiscal 
que esté conociendo del proceso será relevado del caso y se designará otro fiscal, 
dentro de los tres (3) días hábiles siguientes, quien deberá resolver sobre la 
formulación de imputación o el archivo en un término perentorio de sesenta (60) 
días, contados a partir del momento en que se le asigne el caso.

Lo previsto en este parágrafo no obstará para que se pueda disponer la reapertura 
del caso cuando exista mérito para ello. 

PARÁGRAFO 3°. En los procesos por delitos de competencia de los jueces penales 
del circuito especializados, por delitos contra la Administración Pública y por delitos 
contra el patrimonio económico que recaigan sobre bienes del Estado respecto de 
los cuales proceda la detención preventiva, los anteriores términos se duplicarán 
cuando sean tres (3) o más los imputados o los delitos objeto de investigación”. 

ARTÍCULO 3. Modifíquese el artículo 201 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará 
así: 

“ARTÍCULO 201. ÓRGANOS DE POLICÍA JUDICIAL PERMANENTE. Ejercen 
permanentemente las funciones de policía judicial los servidores investidos de esa 
función, pertenecientes al Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General 
de la Nación y a la Policía Nacional, por intermedio de sus dependencias 
especializadas. 

PARÁGRAFO1°. En los lugares del territorio nacional donde no hubiere miembros 
de policía judicial de la Policía Nacional, estas funciones las podrá ejercer la Policía 
Nacional. 

PARÁGRAFO 2°. La Fiscalía General de la Nación contará con una Unidad Especial 
de Investigación de delitos priorizados cometidos contra la Infancia y la 
Adolescencia, con equipos técnicos y profesionales suficientes e idóneos del 
Cuerpo Técnico de Investigación para desarrollar el programa metodológico trazado 
por el ente acusador. Esta Unidad Especial funcionará de conformidad con lo 
normado en la ley y en el estatuto orgánico de la Fiscalía General de la Nación.

PARÁGRAFO 3°. La Unidad Especial de Investigación de Delitos Priorizados 
cometidos contra menores de edad operará de forma articulada y bajo el principio 
de colaboración armónica entre sus distintos miembros, los cuales serán 
funcionarios de la Fiscalía General de la Nación, Cuerpo Técnico de Investigación 
Judicial, Policía de Infancia y Adolescencia, Defensorías de Familia, Defensores 
Públicos, Jueces de Garantías y Jueces de Conocimiento. La conformación de la 
Unidad Especial de Investigación de Delitos Priorizados cometidos contra menores 
de edad será reglamentada conforme al estudio de cargas que se contempla en el 
artículo siguiente.

ARTÍCULO 4. En un plazo de seis (6) meses contados a partir de la expedición de 
la presente ley, deberá definirse la creación, conformación y ubicación de la Unidad 

Especial de Investigación de Delitos Priorizados cometidos contra menores de 
edad, conforme a lo establecido en el estudio de carga presentado por la Fiscalía 
General de la Nación y el Consejo Superior de la Judicatura. Lo anterior, sin perjuicio 
de que en el estudio de carga participen, según sean requeridos, el Cuerpo Técnico 
de Investigación Judicial, la Policía de Infancia y Adolescencia, el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, el Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística -DANE-, Consejería Presidencial para la Niñez, Consejería Presidencial 
para la Equidad de la Mujer y Adolescencia, así como la Consejería Presidencial 
para los Derechos Humanos y Asuntos Internacionales.  

ARTÍCULO 5. En el Presupuesto General de la Nación se deberá garantizar de 
manera progresiva un porcentaje razonable para la financiación de la Unidad 
Especial para la investigación de delitos priorizados cometidos contra la infancia y 
la adolescencia, y en general para la consecución de las labores de investigación
por parte de la Fiscalía General de la Nación. Sin perjuicio de lo anterior, las fuentes 
de financiación también podrán provenir de aportes otorgados por cooperación 
internacional.

PARÁGRAFO. Este porcentaje variará positiva o negativamente conforme a los 
resultados obtenidos en las labores de la unidad y el impacto que tengan en la 
administración de justicia, para lo cual anualmente se hará la calificación de este 
elemento. 

ARTÍCULO 6. Establézcase el término perentorio de un (1) año contado a partir de 
la vigencia de la presente Ley para que la Fiscalía General de la Nación proceda 
con la reglamentación e implementación de lo aquí previsto. 

ARTÍCULO 7. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente Ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

En ese sentido y bajo la respectiva designación anteriormente mencionada, tres de

los miembros de la subcomisión reunidos (Esperanza Andrade, Soledad Tamayo y 

Eduardo Emilio Pacheco) virtualmente por la plataforma zoom, el día 20 de 

septiembre de 2021 procedieron a rendir el informe ante la Comisión Primera del 

Senado, el cual fue publicado en la gaceta No. 1289/2021.

Posteriormente, mediante proposición No. 48 aprobada el día 13 de octubre de 

2021, el Senador Alexander López Maya solicitó que se invitara al Fiscal General 

de la Nación, Francisco Barbosa y al Ministro de Justicia, Wilson Ruiz, con el fin de 

que se expresaran ante la Comisión Primera Constitucional del senado sobre la 

conveniencia del Proyecto de ley en discusión, así como para que se expusieran  

cuales son los mecanismos adecuados para superar los altos índices de impunidad 

actuales en relación con los delitos que se comenten contra los niños, niñas y 

adolescentes en Colombia.

Dando cumplimiento a la proposición presentada por el S. Alexander López y 

aprobada por la Comisión Primera, el día 20 de octubre de 2021, dando continuidad 

al debate del proyecto de ley, el Ministerio de Justicia designó al Dr. Miguel Ángel 

González Chávez, Director del Consejo Superior de Política Criminal y Penitenciario

del Ministerio de Justicia, para que acudiera ante la Comisión Primera Constitucional 

permanente del Senado, en calidad de secretario técnico del mencionado Consejo,

para que se pronunciara sobre el proyecto de ley No. 481 de 2021 Senado – 124 de 

2020 Cámara, así como sobre el concepto previo que existe sobre el mismo; una 

vez escuchada la intervención del funcionario, se procedió a votar el articulado del 

proyecto propuesto en el Informe de la Comisión Accidental, el cual fue aprobado 

con un total de 12 votos a favor y 0 en contra, se acogieron las proposiciones 

presentadas por el senador Eduardo Emilio Pacheco respecto de los artículos 3º y 

4º. Se dejó la constancia que el Fiscal General de la Nación no atendió la invitación 

realizada, la cual se hizo en cumplimiento de la mencionada proposición, 

presentada por el S. López. 

Posteriormente, el título del proyecto de ley No. 481 de 2021 Senado – 124 de 2020 

Cámara “Por la cual se modifican los artículos 175 y 201 de la Ley 906 de 2004, con 

el fin de establecer un término perentorio para la etapa de indagación, tratándose 
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de delitos graves realizados contra los niños, niñas y adolescentes, se crea la 

unidad especial de investigación de delitos priorizados cometidos contra la infancia 

y la adolescencia, y se dictan otras disposiciones” fue aprobado con 13 votos a favor

y 0 en contra, en la Comisión Primera del Senado de la República. 

II. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY.

La presente iniciativa tiene por objeto establecer un término perentorio para que los 

fiscales formulen imputación o decidan motivadamente sobre el archivo de la 

indagación, so pena de ser relevados. Esto, con el fin principal de darle impulso a 

las pesquisas y al ejercicio de la acción penal tratándose de delitos tan deleznables 

como el homicidio o los delitos sexuales cometidos contra los niños, niñas y 

adolescentes. Asimismo, persigue crear una unidad especial de investigación de 

delitos de alto impacto realizados contra la infancia y la adolescencia, a efectos de 

focalizar y robustecer los esfuerzos en las labores de protección, indagación e 

investigación y, por lo mismo, aumentar los niveles de efectividad en el sistema 

penal.

III. NECESIDAD DE LA INICIATIVA. 

Un grave problema social que está golpeando cada vez más a los menores de edad 

en el mundo es el que tiene que ver con la comisión de delitos sexuales perpetrados 

contra estos, donde las más afectadas son las mujeres: Según un estudio realizado 

por UNICEF en el 2017, en el mundo aproximadamente 15 millones de mujeres 

entre los 15 y los 19 años han sido abusadas sexualmente. De ellas, 9 millones 

fueron víctimas en el 2016. Según el mismo estudio, nueve de cada 10 mujeres 

reportan haber sido abusadas por primera vez durante su adolescencia, siendo el 

abusador alguien conocido para la víctima. De acuerdo con la red de líneas de 

denuncia INHOPE, el 90% de las víctimas utilizadas en material de abuso sexual 

son niñas y el 79% de los casos, involucran a niñas y niños entre los 3 y los 13 

años1. 

En Colombia, la vulneración de derechos a los niños, niñas y adolescentes no es la 

excepción, al contrario, va en preocupante ascenso: De acuerdo con los datos 

publicados en la última versión de la Revista Forensis, en lo corrido del año 2018 el 

Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses practicó 26.065 

valoraciones por presunto delito sexual de las cuales 22.794 corresponden a niños, 

niñas y adolescentes, equivalente al 87,72 % de todas las valoraciones por delito 

sexual practicadas durante este periodo2. 

Igualmente, según el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, 

entre enero y mayo de 2020 se han practicado 7.544 exámenes médicos legales 
por presunto delito sexual que representan el 43,49 por ciento de las lesiones no 

fatales en el país. De estos, 6.479 fueron realizados a menores de edad que se 

desagregan como se sigue: 

1 UNICEF. (2018). Delitos de abuso y explotación sexual infantil. Disponible en: 
https://www.unicef.org/colombia/comunicados-prensa/delitos-de-abuso-y-explotacion-sexual-infantil 

2 Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. (2019). Revista Forensis 2018 “Datos para la 
vida”, p. 232. Disponible en: 
https://www.medicinalegal.gov.co/documents/20143/386932/Forensis+2018.pdf/be4816a4-3da3- 1ff0-2779-
e7b5e3962d60 

3

Actualmente, como se dijo en precedencia, las mujeres siguen siendo las víctimas 

más recurrentes del abuso sexual sin distinguir edad. Sin embargo, este es un mal 

que aqueja a toda la sociedad. Al revisar más a fondo, la población indígena y negra 

de la nación suma un porcentaje importante en los registros, luego de los casos 

denunciados donde no hay distinción étnica: 151 indígenas (136 mujeres y 15 

hombres), así como 183 negros (166 mujeres y 17 hombres)3. Recuérdese el triste 

y repudiable caso de violación sexual contra la niña emberá, el cual ha 

conmocionado recientemente a todo el país. Este indeseable fenómeno trae 

consecuencias que resultan nefastas para la salud física y emocional del niño, niña 

o adolescente. Como lo narra Echeburúa4 “la violencia sexual genera daños en la 

autoestima del individuo, sentimientos de tristeza, culpa e indefensión y en la red 

familiar secuelas difíciles de superar (…) a parte de las consecuencias físicas, tiene 

efectos psicológicos a corto y largo plazo como depresión, ansiedad, intentos de 

suicidio o el síndrome de estrés postraumático”. 

Al menos 3.093 menores de 12 años han sido víctimas de violencia sexual en 

Colombia este año, lamentablemente el ICBF recibe 19 denuncias por este tipo de 

3 Revista Semana (2020). Abuso sexual de niños y niñas en Colombia: cifras de este grave delito. Disponible 
en: https://www.semana.com/nacion/articulo/abuso-sexual-en-colombia-2020-cifras-de-medicina-legal-icbf-
y-procuraduria/682120 

delitos cada hora. 724 niños entre 0 y cinco años han sido víctimas de abuso en 

este 2021.

Lo cierto es que las cifras de violencia contra los niños son preocupantes. De 

acuerdo con Medicina Legal, de enero a mayo de 2021, la entidad realizó 6.657 

exámenes que confirmaron actos sexuales abusivos y acceso carnal violento contra 

menores de 17 años.

Lo que más preocupa a los directivos del instituto de Medicina Legal es que de esta 

cifra, 3.093 corresponden a hechos sexuales violentos contra niños y niñas entre 

los 0 a los 12 años.

De acuerdo con medicina legal de enero a mayo de este año se presentaron 52 

casos de violencia sexual contra menores de edad que se encuentran bajo 

protección del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 12 hombres y 40 

mujeres. Durante el mismo periodo, pero de 2020, se reportaron 54 casos de 

violencia sexual contra menores, 11 hombres y 43 contra mujeres4.

En cuanto al despreciable delito de homicidio cometido contra la infancia y la 

adolescencia debe decirse lo siguiente: 

Según cifras suministradas por Save the Children5 70 niños y niñas mueren 

diariamente en América Latina y El Caribe a causa de la violencia. Las tasas de 

homicidio infantil más altas del mundo se encuentran en la región. Los niños, niñas 

y adolescentes de América Latina y El Caribe tienen al menos el doble de 

4 Noticiasrcn.com/Instituto Nacional de Medicina Legal/ICBF
5 Save the Children. Informe: Construyendo una vida mejor con la niñez. (2019). Disponible en: 
https://www.savethechildren.org.co/articulo/informe-construyendo-una-vida-mejor-con-la-ni%C3%B1ez 
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probabilidades de ser asesinados que en cualquier otra región. Asimismo, ha 

expresado que durante el año 2018, en Colombia 673 niños y niñas fueron víctimas 

de homicidio y que entre enero y marzo de 2019 se reportaron175 casos de 

homicidio en los que las víctimas son menores de edad. En total, en 2019 la cifra de 

homicidios fue de 708. La mayoría de ellos tenía entre 15 y 17 años6. 

Según el último informe global sobre niñez de Save the Children, en la actualidad, 

los niños y las niñas tienen más probabilidades de crecer sanos, recibir educación 

y estar protegidos que en cualquier otro momento en las últimas dos décadas. Sin 

embargo, en América Latina y El Caribe la violencia sigue siendo la principal causa 

de muerte en los niños y niñas. De acuerdo con esta Organización Internacional las 

tasas de homicidio infantil son "muy altas" en Venezuela y Colombia donde 20 de 

cada 100,000 adolescentes son asesinados7. 

Ahora bien, no bastando los preocupantes índices de homicidios y de delitos 

sexuales contra los niños, niñas y adolescentes, se suma otro problema: los altos 

índices de impunidad frente al particular. Al respecto, la directora del ICBF Lina 

María Arbeláez ha dado un dato que se muestra desconcertante: "el 98 por ciento 

de los casos de violencia sexual contra niños, niñas y adolescentes están en 

impunidad"8

De acuerdo con la entrevista que se le hiciere a la directora del ICBF, “casi la 
totalidad de casos que registra este Instituto siguen sin ser resueltos. El 

6 El Tiempo. No cesa violencia contra menores: 38 fueron asesinados en enero. (2020). Disponible en: 
https://www.eltiempo.com/justicia/delitos/preocupantes-cifras-de-asesinatos-de-menores-en-colombia-en-
enero-459730 

7 Save the Children. (2019). Ibíd. 

8 Revista Semana (2020). Ibíd. 

sistema judicial colombiano no da a basto con los procesos y cada vez que llega 

una denuncia pueden pasar meses antes de que un fiscal o juez revise los 

pormenores del hecho. La Procuraduría también maneja cifras similares. En un 

estudio realizado por la entidad, entre enero de 2017 y agosto de 2018, se encontró 
que el 90 por ciento (65.430) de los delitos sexuales estaban en fase de 
indagación; solo el 1,2 por ciento en ejecución de penas; 5,7 por ciento en juicio y 

2,5 por ciento en investigación”9. 

Aunado a lo expuesto, la Alianza por la Niñez Colombiana da cuenta de cómo la 
impunidad respecto de los delitos de violencia sexual y homicidio contra 
niños, niñas y adolescentes llega a más de un 97% de los casos 
denunciados10. Es lo anterior, sin duda, uno de los principales problemas sobre los 

cuales se debe colocar la lupa; la falta de impulso en la etapa de indagación, que a 

la postre lleva a la impunidad, pues en vano resulta cualquier intento por agravar las 

penas contra este tipo de delitos si no se cuenta con un ente acusador fuerte y 

rápido capaz de hacer efectiva la indagación y la investigación de este tipo de 

delitos, a fin de ser efectivos con el reproche penal cuando a ello haya lugar. 

Además, no menos importante, resulta necesario expresar que la modificación 

procesal penal aquí deseada responde a la propia inconformidad de las 
víctimas, que con el paso del tiempo ven frustrado su reclamo de Justicia y, 

en no pocas veces, desalienta su intervención ante la misma Fiscalía y los Jueces, 

al pasar los años sin que siquiera se les llame y se imparta la tan anhelada justicia. 

Y en el peor de los casos, esa dilación para formular imputación -existiendo ya los 

9 Ibíd. 

10 Save the Children. Acabar con la impunidad frente a la violencia sexual y los homicidios contra la niñez, es 
el principal reto. (2019). Disponible en: https://www.savethechildren.org.co/articulo/%E2%80%9Cacabar-
con-la-impunidad-frente-la-violencia-sexual-y-los-homicidios-contra-la-ni%C3%B1ez-es-el 

EMP-, ha conllevado a que aquellas víctimas sean persuadidas o amenazadas -por 

referir solo algunos casos- para cambiar su versión inicial, sin pasar por alto que 

períodos de tiempo tan extensos conjuran o conspiran frente a la verdad de los 

hechos. 

Así las cosas, según los autores, lo pretendido con esta iniciativa no es otra 
cosa que apuntarle hacia la efectividad de las penas, lo cual sea un 

complemento oportuno para las medidas que han perseguido endurecer los 

castigos, tratándose de este tipo de ilícitos reprochables desde todo punto de vista. 

Por último, señalan los autores que, en cuanto al impacto fiscal que se puede 

generar a partir de lo pretendido, debe decirse que lo aquí dispuesto se ajusta al 

ordenamiento jurídico actual en el sentido en que los recursos a asegurarse deben 

estar dentro del Presupuesto General de la Nación aprobado en los momentos de 

ley, esto es, no generaría costos adicionales o lo acordado cada tanto, con lo cual 

se busca que se ajuste al Marco Fiscal de Mediano Plazo, sin desconocer que 

también se contempla que sea un porcentaje progresivo y razonable.

La inclusión de tal mandato es de cardinal consideración pues de no garantizarse 

recursos para la unidad especializada de investigación de delitos cometidos contra 

los menores de edad, resultaría infructuoso cualquier intento por mejorar el aparato 

investigativo del ente acusador. 

IV. CONSIDERACIONES CONSTITUCIONALES Y LEGALES. 

Lo primero que cabe indicar en este punto es que lo pretendido en esta propuesta 

normativa se encuadra dentro de la libertad de configuración legislativa tan 

desarrollada jurisprudencialmente, e igualmente, compartiendo la ratio decidendi de 

la Sentencia de la H. Corte Constitucional para declarar exequible el parágrafo del 

artículo 175 del C.P.P., el deseo de este proyecto no es coartar la función 

investigativa del ente acusador, sino más bien buscar que tal actividad se realice 

con mayor ímpetu y celeridad. 

En ese horizonte, por resultar siendo razones similares aplicables al caso que aquí 

reúne la atención, conviene traer a colación lo expresado por la Guardiana de la 

Constitución para declarar la exequibilidad de tal imposición de topes temporales: 

“El establecimiento de límites temporales a esta fase del procedimiento penal 
no suprime las facultades y funciones investigativas de la Fiscalía General de 
la Nación, sino que, por el contrario, la impulsa a desarrollarlas diligente y 
eficazmente; tampoco afecta los derechos de las víctimas a la verdad, a la justicia 

y a la reparación, porque obliga a las instancias judiciales a materializar sus 

derechos en términos cortos y precisos. Y aunque eventualmente el vencimiento del 

plazo puede dar lugar al archivo de las diligencias, tal decisión debe ser motivada a 

partir de los supuestos previstos en el artículo 79 del CPP, y se puede disponer la 

reapertura del caso cuando exista mérito para ello. En segundo lugar, los términos 

de dos, tres y cinco años previstos en la disposición acusada, responden a criterios 

de razonabilidad y se enmarcan dentro de la libertad de configuración legislativa”. 

(Sentencia C- 893 de 2012). Negrita y subraya fuera del original. 

Por su parte, el término diferenciado que se propone en este proyecto encuentra su 

razón de ser en el criterio de discriminación positiva que se desliga del derecho a la 

igualdad (art. 13 Superior) y está orientado hacia la salvaguarda del interés superior 

del niño, según el cual, siguiendo lo expresado en la misma Norma de normas (art. 

44 Superior) y en tratados internacionales ratificados por Colombia (v.gr. la 
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Convención sobre los Derechos del Niño del 20 de noviembre de 1989); los 

derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás. 

Asimismo, debe recordarse que merced al artículo 193 del Código de Infancia y 

Adolescencia: “Con el fin de hacer efectivos los principios previstos en el artículo 

anterior y garantizar el restablecimiento de los derechos, en los procesos por delitos 

en los cuales sean víctimas los niños, las niñas y los adolescentes la autoridad 

judicial tendrá en cuenta los siguientes criterios específicos: (…) 1. Dará prioridad a 

las diligencias, pruebas, actuaciones y decisiones que se han de tomar. (…)”, razón 

por la cual se justifica dar un tratamiento preferente en la etapa de indagación 

cuando quiera que el sujeto pasivo de la conducta punible sea un menor de edad, 

el cual, no resulta inane decirlo, es un sujeto de especial protección constitucional. 

V. IMPACTO FISCAL. 

En reiterados fallos de la Corte Constitucional se ha dispuesto que el legislador no 

puede dejar de legislar por materia de recursos, para ello tenemos como sustento 

los diferentes pronunciamientos de la Corte Constitucional, como la Sentencia C-

911 de 2007, en la cual se puntualizó que el impacto fiscal de las normas no puede 

convertirse en óbice, para que las corporaciones públicas ejerzan su función 

legislativa y normativa. En tal virtud señaló: 

“En la realidad, aceptar que las condiciones establecidas en el artículo 7° de la Ley 
819 de 2003 constituyen un requisito de trámite que le incumbe cumplir única 
y exclusivamente al Congreso reduce desproporcionadamente la capacidad 
de iniciativa legislativa que reside en el Congreso de la República, con lo cual
se vulnera el principio de separación de las Ramas del Poder Público, en la 
medida en que se lesiona seriamente la autonomía del legislativo. 
Precisamente, los obstáculos casi insuperables que se generarían para la 
actividad legislativa del Congreso de la República conducirían a concederle 
una forma de poder de veto al Ministro de Hacienda sobre las iniciativas de 
ley en el Parlamento. 

Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es 
obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades 
macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio de la 
función legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del Ministro 
de Hacienda” (Sentencia C-911 de 2007). 

VI. CONFLICTO DE INTERESES.

Dando alcance a lo establecido en el artículo 3 de la Ley 2003 de 2019, “Por la cual 

se modifica parcialmente la Ley 5 de 1992”, se hacen las siguientes consideraciones 

a fin de describir las circunstancias o eventos que podrían generar conflicto de 

interés en la discusión y votación de la presente iniciativa legislativa, de conformidad 

con el artículo 286 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 1 de la Ley 2003 

de 2019, a cuyo tenor reza: 

“Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los congresistas. Todos los 
congresistas deberán declarar los conflictos De intereses que pudieran surgir en 
ejercicio de sus funciones. 

Se entiende como conflicto de interés una situación donde la discusión o votación 
de un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio 
particular, actual y directo a favor del congresista. 

a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las 
que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten 
investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se 
encuentre formalmente vinculado. 

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias 
presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión. 

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del 
congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes 
dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 
(…)” 

Sobre este asunto la Sala Plena Contenciosa Administrativa del Honorable Consejo 

de Estado en su sentencia 02830 del 16 de julio de 2019, M.P. Carlos Enrique 

Moreno Rubio, señaló que: 

“No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en comento, pues se 
sabe que sólo lo será aquél del que se pueda predicar que es directo, esto es, que 
per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre su fuente en el asunto 
que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo sea específico o 
personal, bien para el congresista o quienes se encuentren relacionados con él; y 
actual o inmediato, que concurra para el momento en que ocurrió la participación o 
votación del congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros o 
imprevisibles. También se tiene noticia que el interés puede ser de cualquier 
naturaleza, esto es, económico o moral, sin distinción alguna”. 

Se estima que la discusión y aprobación del presente Proyecto de Ley podría 

suscitar conflictos de interés cuando quiera que el congresista o pariente dentro de 

los grados de ley esté siendo investigado por las conductas punibles de homicidio, 

feminicidio, delitos contra la libertad individual, violencia intrafamiliar, o delitos contra 

la libertad, integridad y formación sexual, perpetrados contra menores de edad. 

Es menester precisar, que la descripción de los posibles conflictos de interés que 

se puedan presentar frente al trámite o votación del presente Proyecto de Ley, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 291 de la Ley 5 de 1992 modificado por la Ley 

2003 de 2019, no exime al Congresista de identificar causales adicionales en las 

que pueda estar inmerso. 

VII. PLIEGO DE MODIFICACIONES. 

TEXTO APROBADO EN
PRIMER DEBATE EN 
COMISION PRIMERA DE 
SENADO AL PROYECTO 
DE LEY No. 481 de 2021 
Senado – 124 de 2020 
Cámara

TEXTO PROPUESTO 
PARA SEGUNDO
DEBATE EN PLENARIA
DE SENADO AL 
PROYECTO DE LEY No. 
481 de 2021 Senado – 124 
de 2020 Cámara

OBSERVACIONES

ARTÍCULO 1. OBJETO. 
Modificar los artículos 175 y 
201 de la Ley 906 de 2004, 
a fin de establecer un 
término de seis (6) meses, 
en el cual la Fiscalía 
General de la Nación, 
deberá formular imputación 
de cargos o archivar 
motivadamente la 
indagación, en delitos que 
se ejerzan en contra de 
menores de edad y crear la 
Unidad Especial de 
Investigación de Delitos 
Priorizados, cometidos 
contra menores de edad.

ARTÍCULO 1. OBJETO. 
Modificar los artículos 175 
y 201 de la Ley 906 de 
2004, a fin de establecer un 
término inicial de ocho (8)
meses, en el cual la 
Fiscalía General de la 
Nación, deberá formular 
imputación de cargos o 
archivar motivadamente la 
indagación, en delitos 
priorizados que se ejerzan
cometan en contra de 
menores de edad y crear la 
Unidad Especial de 
Investigación de Delitos 
Priorizados, cometidos 
contra menores de edad.

Se propone ampliar 
en 2 meses el término 
para formular la 
imputación de cargos 
o decidir sobre el 
archivo de la 
indagación, con el fin 
de conciliar este 
término con los 
congresistas que han 
manifestado su 
desacuerdo en el 
término establecido 
en el proyecto inicial; 
esto es de 6 meses. 

ARTÍCULO 2. Modifíquese 
el artículo 175 de la Ley 
906 de 2004, el cual 
quedará así: 

“ARTÍCULO 175. 
DURACIÓN DE LOS 
PROCEDIMIENTOS. El 
término de que dispone la 
Fiscalía para formular la 
acusación o solicitar la 
preclusión no podrá 
exceder de noventa (90) 
días contados desde el día 
siguiente a la formulación 
de la imputación, salvo lo 
previsto en el artículo 294 
de este código. 

El término será de ciento 
veinte (120) días cuando se 
presente concurso de 
delitos, o cuando sean tres 

ARTÍCULO 2. Modifíquese 
el artículo 175 de la Ley 
906 de 2004, el cual 
quedará así: 

“ARTÍCULO 175. 
DURACIÓN DE LOS 
PROCEDIMIENTOS. El 
término de que dispone la 
Fiscalía para formular la 
acusación o solicitar la 
preclusión no podrá 
exceder de noventa (90) 
días contados desde el día 
siguiente a la formulación 
de la imputación, salvo lo 
previsto en el artículo 294 
de este código. 

El término será de ciento 
veinte (120) días cuando se 
presente concurso de 
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o más los imputados o 
cuando se trate de delitos 
de competencia de los 
Jueces Penales de Circuito 
Especializados. 

La audiencia preparatoria 
deberá realizarse por el 
juez de conocimiento a 
más tardar dentro de los 
cuarenta y cinco (45) días 
siguientes a la audiencia de 
formulación de acusación. 

La audiencia del juicio oral 
deberá iniciarse dentro de 
los cuarenta y cinco (45) 
días siguientes a la 
conclusión de la audiencia 
preparatoria. 

PARÁGRAFO 1°. La 
Fiscalía tendrá un término 
máximo de dos años 
contados a partir de la 
recepción de la noticia 
criminis para formular 
imputación u ordenar 
motivadamente el archivo 
de la indagación. Este 
término máximo será de 
tres años cuando se 
presente concurso de 
delitos, o cuando sean tres 
o más los imputados. 
Cuando se trate de 
investigaciones por delitos 
que sean de competencia 
de los jueces penales del 
circuito especializado el 
término máximo será de 
cinco años. 

delitos, o cuando sean tres 
o más los imputados o 
cuando se trate de delitos 
de competencia de los 
Jueces Penales de Circuito 
Especializados. 

La audiencia preparatoria 
deberá realizarse por el 
juez de conocimiento a 
más tardar dentro de los 
cuarenta y cinco (45) días 
siguientes a la audiencia de 
formulación de acusación. 

La audiencia del juicio oral 
deberá iniciarse dentro de 
los cuarenta y cinco (45) 
días siguientes a la 
conclusión de la audiencia 
preparatoria. 

PARÁGRAFO 1°. La 
Fiscalía tendrá un término 
máximo de dos años 
contados a partir de la 
recepción de la noticia 
criminis para formular 
imputación u ordenar 
motivadamente el archivo 
de la indagación. Este 
término máximo será de 
tres años cuando se 
presente concurso de 
delitos, o cuando sean tres 
o más los imputados. 
Cuando se trate de 
investigaciones por delitos 
que sean de competencia 
de los jueces penales del 
circuito especializado el 

PARÁGRAFO 2°.
Tratándose de los delitos 
de homicidio (Art. 103 
C.P.), feminicidio (Art. 
104A C.P.), inducción o 
ayuda al suicidio (Art 107 
C.P.), delitos contra la 
libertad individual y otras 
garantías (Capítulos I, II, IV 
y V del Título III C.P.), 
violencia intrafamiliar (Art. 
229 C.P.) o de delitos 
contra la libertad, 
integridad y formación 
sexual (Título IV C.P.), 
perpetrados contra 
menores de dieciocho (18) 
años, la Fiscalía tendrá un 
término de seis (6) meses 
contados a partir de la 
recepción de la noticia 
criminal para formular la 
imputación u ordenar 
mediante decisión 
motivada el archivo de la 
indagación, prorrogables 
por una sola vez hasta por 
seis (6) meses más cuando 
medie justificación 
razonable.

Si vencido este término no 
se ha llevado a cabo la 
imputación o el archivo, el 
fiscal que esté conociendo 
del proceso será relevado 
del caso y se designará 
otro fiscal, dentro de los 
tres (3) días hábiles 
siguientes, quien deberá 
resolver sobre la 

término máximo será de 
cinco años. 
PARÁGRAFO 2°. 
Tratándose de los delitos 
de homicidio (Art. 103 
C.P.), feminicidio (Art. 
104A C.P.), inducción o 
ayuda al suicidio (Art 107 
C.P.), delitos contra la 
libertad individual y otras 
garantías (Capítulos I, II, IV 
y V del Título III C.P.),
violencia intrafamiliar (Art. 
229 C.P.) o de delitos 
contra la libertad, 
integridad y formación 
sexual (Título IV C.P.), 
perpetrados contra 
menores de dieciocho (18) 
años, la Fiscalía tendrá un 
término de ocho (8) meses
contados a partir de la 
recepción de la noticia 
criminal para formular la 
imputación u ordenar 
mediante decisión 
motivada el archivo de la 
indagación, prorrogables 
por una sola vez hasta por 
seis (6) meses más cuando 
medie justificación 
razonable. 

Si vencido este término no 
se ha llevado a cabo la 
imputación o el archivo, el 
fiscal que esté conociendo 
del proceso será relevado 
del caso y se designará 
otro fiscal, dentro de los 
tres (3) días hábiles
siguientes, quien deberá 
resolver sobre la 

Atendiendo las 
observaciones 
expuestas por 
algunos senadores en 
cuanto a la probable 
carga que se le 
generaría a los 
fiscales, se estimó 
oportuno reducir el 
listado de los delitos 
priorizados que 
formarán parte del 
proceso preferente, 
con el fin de focalizar 
aún más la indagación 
en aquellos delitos 
que exigen pronta 
respuesta en la 
recolección de las 
pruebas. 

Se propone ampliar 
en 2 meses el término 
para formular la 
imputación de cargos 
o decidir sobre el 
archivo de la 
indagación, con el fin 
de conciliar este 
término con los 
congresistas que han 
manifestado su 
desacuerdo con el 
mismo.

formulación de imputación 
o el archivo en un término 
perentorio de sesenta (60) 
días, contados a partir del 
momento en que se le 
asigne el caso. 

Lo previsto en este 
parágrafo no obstará para 
que se pueda disponer la 
reapertura del caso cuando 
exista mérito para ello. 

PARÁGRAFO 3°. En los 
procesos por delitos de 
competencia de los jueces 
penales del circuito 
especializados, por delitos 
contra la Administración 
Pública y por delitos contra 
el patrimonio económico 
que recaigan sobre bienes 
del Estado respecto de los 
cuales proceda la 
detención preventiva, los 
anteriores términos se 
duplicarán cuando sean 
tres (3) o más los 
imputados o los delitos 
objeto de investigación.

formulación de imputación 
o el archivo en un término 
perentorio de noventa (90)
días, contados a partir del 
momento en que se le 
asigne el caso.

Lo previsto en este 
parágrafo no obstará para 
que se pueda disponer la 
reapertura del caso cuando 
exista mérito para ello. 

PARÁGRAFO 3°. En los 
procesos por delitos de 
competencia de los jueces 
penales del circuito 
especializados, por delitos 
contra la Administración 
Pública y por delitos contra 
el patrimonio económico 
que recaigan sobre bienes 
del Estado respecto de los 
cuales proceda la 
detención preventiva, los 
anteriores términos se 
duplicarán cuando sean 
tres (3) o más los 
imputados o los delitos 
objeto de investigación”. 

Se propone aumentar 
en 30 días más el 
término en el que el 
nuevo fiscal deberá 
decidir sobre la 
imputación de cargos 
o el archivo de la 
indagación, con la 
intención de conciliar 
este término con los 
senadores que han 
manifestado su 
desacuerdo con el 
mismo y de esta 
manera resulte en un 
término que se 
considere más 
razonable para la 
decisión que se tome 
en derecho sobre la 
actuación a que haya 
lugar.

ARTÍCULO 3. Modifíquese 
el artículo 201 de la Ley 
906 de 2004, el cual 
quedará así: 

“ARTÍCULO 201. 
ÓRGANOS DE POLICÍA 

ARTÍCULO 3. Modifíquese 
el artículo 201 de la Ley 
906 de 2004, el cual 
quedará así: 

“ARTÍCULO 201. 
ÓRGANOS DE POLICÍA 

Sin modificaciones.

JUDICIAL PERMANENTE. 
Ejercen permanentemente 
las funciones de policía 
judicial los servidores 
investidos de esa función, 
pertenecientes al Cuerpo 
Técnico de Investigación 
de la Fiscalía General de la 
Nación y a la Policía 
Nacional, por intermedio de 
sus dependencias 
especializadas. 

PARÁGRAFO1°. En los 
lugares del territorio 
nacional donde no hubiere 
miembros de policía judicial 
de la Policía Nacional, 
estas funciones las podrá 
ejercer la Policía Nacional. 

PARÁGRAFO 2°. La 
Fiscalía General de la 
Nación contará con una 
Unidad Especial de 
Investigación de delitos 
priorizados cometidos 
contra la Infancia y la 
Adolescencia, con equipos 
técnicos y profesionales 
suficientes e idóneos del 
Cuerpo Técnico de 
Investigación para 
desarrollar el programa 
metodológico trazado por 
el ente acusador. Esta 
Unidad Especial funcionará 
de conformidad con lo 
normado en la ley y en el 
estatuto orgánico de la 
Fiscalía General de la 
Nación.

JUDICIAL PERMANENTE. 
Ejercen permanentemente 
las funciones de policía 
judicial los servidores 
investidos de esa función, 
pertenecientes al Cuerpo 
Técnico de Investigación 
de la Fiscalía General de la 
Nación y a la Policía 
Nacional, por intermedio de 
sus dependencias 
especializadas. 

PARÁGRAFO1°. En los 
lugares del territorio 
nacional donde no hubiere 
miembros de policía judicial 
de la Policía Nacional, 
estas funciones las podrá 
ejercer la Policía Nacional. 

PARÁGRAFO 2°. La 
Fiscalía General de la 
Nación contará con una 
Unidad Especial de 
Investigación de delitos 
priorizados cometidos 
contra la Infancia y la 
Adolescencia, con equipos 
técnicos y profesionales 
suficientes e idóneos del 
Cuerpo Técnico de 
Investigación para 
desarrollar el programa 
metodológico trazado por 
el ente acusador. Esta 
Unidad Especial funcionará 
de conformidad con lo 
normado en la ley y en el 
estatuto orgánico de la 
Fiscalía General de la 
Nación.
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PARÁGRAFO 3°. La 
Unidad Especial de 
Investigación de Delitos 
Priorizados cometidos 
contra menores de edad 
operará de forma 
articulada y bajo el principio 
de colaboración armónica 
entre sus distintos 
miembros, los cuales serán 
funcionarios de la Fiscalía 
General de la Nación, 
Cuerpo Técnico de 
Investigación Judicial, 
Policía de Infancia y 
Adolescencia, Defensores 
Públicos, Jueces de 
Garantías y Jueces de 
Conocimiento. La 
conformación de la Unidad 
Especial de Investigación 
de Delitos Priorizados 
cometidos contra menores 
de edad será reglamentada 
conforme al estudio de 
cargas que se contempla 
en el artículo siguiente.

La Unidad Especial de 
Investigación de Delitos 
Priorizados estará 
articulada con las 
Defensorías de Familia 
mediante la emisión y 
recepción de alertas, que 
permitan iniciar las 
actuaciones procedentes 
en el marco de sus 
competencias, para la 
protección garantía y 
restablecimiento de 

PARÁGRAFO 3°. La 
Unidad Especial de 
Investigación de Delitos 
Priorizados cometidos 
contra menores de edad 
operará de forma articulada 
y bajo el principio de 
colaboración armónica 
entre sus distintos 
miembros, los cuales serán 
funcionarios de la Fiscalía 
General de la Nación, 
Cuerpo Técnico de 
Investigación Judicial, 
Policía de Infancia y 
Adolescencia, Defensores 
Públicos, Jueces de 
Garantías y Jueces de 
Conocimiento. La 
conformación de la Unidad 
Especial de Investigación 
de Delitos Priorizados 
cometidos contra menores 
de edad será reglamentada 
conforme al estudio de 
cargas que se contempla 
en el artículo siguiente.

La Unidad Especial de 
Investigación de Delitos 
Priorizados estará 
articulada con las 
Defensorías de Familia 
mediante la emisión y 
recepción de alertas, que 
permitan iniciar las 
actuaciones procedentes 
en el marco de sus 
competencias, para la 
protección garantía y 
restablecimiento de 

derechos de niñas, niños y 
adolescentes.

derechos de niñas, niños y 
adolescentes.

ARTÍCULO 4. En un plazo 
de seis (6) meses contados 
a partir de la expedición de 
la presente ley, deberá 
definirse la creación, 
conformación y ubicación 
de la Unidad Especial de 
Investigación de Delitos 
Priorizados cometidos 
contra menores de edad, 
conforme a lo establecido 
en el estudio de carga 
presentado por la Fiscalía 
General de la Nación y el 
Consejo Superior de la 
Judicatura. Lo anterior, sin 
perjuicio de que en el 
estudio de carga participen, 
según sean requeridos, el 
Cuerpo Técnico de 
Investigación Judicial, la 
Policía de Infancia y 
Adolescencia, el 
Departamento 
Administrativo Nacional de 
Estadística -DANE-, 
Consejería Presidencial 
para la Niñez, Consejería 
Presidencial para la 
Equidad de la Mujer y 
Adolescencia, así como la 
Consejería Presidencial 
para los Derechos 
Humanos y Asuntos 
Internacionales.  

ARTÍCULO 4. En un plazo 
de seis (6) meses contados 
a partir de la expedición de 
la presente ley, deberá 
definirse la creación, 
conformación y ubicación 
de la Unidad Especial de 
Investigación de Delitos 
Priorizados cometidos 
contra menores de edad, 
conforme a lo establecido 
en el estudio de carga 
presentado por la Fiscalía 
General de la Nación y el 
Consejo Superior de la 
Judicatura. Lo anterior, sin 
perjuicio de que en el 
estudio de carga participen, 
según sean requeridos, el 
Cuerpo Técnico de 
Investigación Judicial, la 
Policía de Infancia y 
Adolescencia, el 
Departamento 
Administrativo Nacional de 
Estadística -DANE-, 
Consejería Presidencial 
para la Niñez, Consejería 
Presidencial para la 
Equidad de la Mujer y 
Adolescencia, así como la 
Consejería Presidencial 
para los Derechos 
Humanos y Asuntos 
Internacionales.  

Sin modificaciones.

ARTÍCULO 5. En el 
Presupuesto General de la 
Nación se deberá 
garantizar de manera 
progresiva un porcentaje 
razonable para la 
financiación de la Unidad 
Especial para la 
investigación de delitos 
priorizados cometidos 
contra la infancia y la 
adolescencia, y en general 
para la consecución de las 
labores de investigación 
por parte de la Fiscalía 
General de la Nación. Sin 
perjuicio de lo anterior, las 
fuentes de financiación 
también podrán provenir de 
aportes otorgados por 
cooperación internacional.

PARÁGRAFO. Este 
porcentaje variará positiva 
o negativamente conforme 
a los resultados obtenidos 
en las labores de la unidad 
y el impacto que tengan en 
la administración de 
justicia, para lo cual 
anualmente se hará la 
calificación de este 
elemento.

ARTÍCULO 5. En el 
Presupuesto General de la 
Nación se deberá 
garantizar de manera 
progresiva un porcentaje 
razonable para la 
financiación de la Unidad 
Especial para la 
investigación de delitos 
priorizados cometidos 
contra la infancia y la 
adolescencia, y en general 
para la consecución de las 
labores de investigación por 
parte de la Fiscalía General 
de la Nación. Sin perjuicio 
de lo anterior, las fuentes 
de financiación también 
podrán provenir de aportes 
otorgados por cooperación 
internacional.

PARÁGRAFO. Este 
porcentaje variará positiva 
o negativamente conforme 
a los resultados obtenidos 
en las labores de la unidad 
y el impacto que tengan en 
la administración de 
justicia, para lo cual 
anualmente se hará la 
calificación de este 
elemento.

Sin modificaciones.

ARTÍCULO 6.
Establézcase el término 
perentorio de un (1) año 
contado a partir de la 
vigencia de la presente Ley 
para que la Fiscalía 
General de la Nación 
proceda con la 
reglamentación e 

ARTÍCULO 6.
Establézcase el término 
perentorio de un (1) año 
contado a partir de la 
vigencia de la presente Ley 
para que la Fiscalía 
General de la Nación 
proceda con la 
reglamentación e 

Sin modificaciones.

implementación de lo aquí 
previsto.

implementación de lo aquí 
previsto.

ARTÍCULO 7. VIGENCIA
Y DEROGATORIAS. La 
presente Ley rige a partir 
de su promulgación y 
deroga todas las 
disposiciones que le sean 
contrarias.

ARTÍCULO 7. VIGENCIA
Y DEROGATORIAS. La 
presente Ley rige a partir 
de su promulgación y 
deroga todas las 
disposiciones que le sean 
contrarias.

Sin modificaciones.

VIII. JUSTIFICACIÓN DE LAS MODIFICACIONES AL PROYECTO 
RADICADO ANTE EL CONGRESO 

Las modificaciones propuestas al proyecto responden a la necesidad de zanjar las

discrepancias que existen en torno a los términos que originalmente contemplaba 

el proyecto de ley en lo que respecta a la imputación de cargos o la decisión 

motivada de archivo en la etapa de indagación del proceso penal, frente a los delitos

que se comentan contra niños, niñas y adolescentes, para lo cual, y con el mayor 

ánimo conciliatorio frente a este punto controversial y que además es el corazón del 

proyecto de ley, se propuso la ampliación del término a ocho (8) meses, para que 

se decida sobre la imputación de cargos o el archivo en etapa de indagación; así 

mismo se propuso ampliar en 30 días más, para un total de 90 días, el término con 

el que contará el nuevo fiscal que asuma el caso en el evento de que se produzca 

un relevo, para que se decida de manera definitiva sobre la imputación o archivo.

Por último, atendiendo a algunas observaciones expuestas por senadores que 

integran la Comisión Primera del Senado en cuanto a la carga que probablemente 

se le generaría a los fiscales, se estimó oportuno reducir el listado de los delitos 

priorizados que formarán parte del proceso preferente, con el fin de focalizar aún 

más la indagación en aquellos delitos que exigen pronta respuesta en la recolección 

de las pruebas. 
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PROPOSICIÓN 

Considerando los argumentos expuestos, en cumplimiento de los requisitos 

establecidos en la ley 5 de 1992, presento ponencia positiva y solicito a los 

honorables senadores dar Segundo debate al PROYECTO DE LEY NO. 481 de 
2021 Senado – 124 de 2020 Cámara “Por medio de la cual se modifican los 
artículos 175 y 201 de la Ley 906 de 2004, con el fin de establecer un término 
perentorio para la etapa de indagación, tratándose de delitos graves 
realizados contra los niños, niñas y adolescentes, se crea la unidad especial 
de investigación de delitos priorizados cometidos contra la infancia y la 
adolescencia, y se dictan otras disposiciones”, de conformidad con el pliego de 

modificaciones propuesto en este informe de ponencia. 

Cordialmente, 

Esperanza Andrade Serrano
Senadora Ponente
Partido Conservador Colombiano

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE EN EL SENADO DE LA 
REPÚBLICA 

PROYECTO DE LEY NO. 481 DE 2021 SENADO – 124 DE 2020 CÁMARA 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 175 Y 201 DE LA LEY 
906 DE 2004, CON EL FIN DE ESTABLECER UN TÉRMINO PERENTORIO PARA LA 

ETAPA DE INDAGACIÓN, TRATÁNDOSE DE DELITOS GRAVES REALIZADOS 
CONTRA LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES, SE CREA LA UNIDAD ESPECIAL 

DE INVESTIGACIÓN DE DELITOS PRIORIZADOS COMETIDOS CONTRA LA 
INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA:

ARTÍCULO 1. OBJETO. Modificar los artículos 175 y 201 de la Ley 906 de 2004, a 
fin de establecer un término inicial de ocho (8) meses, en el cual la Fiscalía General 
de la Nación, deberá formular imputación de cargos o archivar motivadamente la 
indagación, en delitos priorizados que se cometan en contra de menores de edad y 
crear la Unidad Especial de Investigación de Delitos Priorizados, cometidos contra 
menores de edad.

ARTÍCULO 2. Modifíquese el artículo 175 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará 
así: 

“ARTÍCULO 175. DURACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS. El término de que 
dispone la Fiscalía para formular la acusación o solicitar la preclusión no podrá 
exceder de noventa (90) días contados desde el día siguiente a la formulación de la 
imputación, salvo lo previsto en el artículo 294 de este código. 

El término será de ciento veinte (120) días cuando se presente concurso de delitos, 
o cuando sean tres o más los imputados o cuando se trate de delitos de competencia 
de los Jueces Penales de Circuito Especializados. 

La audiencia preparatoria deberá realizarse por el juez de conocimiento a más 
tardar dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes a la audiencia de 
formulación de acusación. 

La audiencia del juicio oral deberá iniciarse dentro de los cuarenta y cinco (45) días 
siguientes a la conclusión de la audiencia preparatoria. 

PARÁGRAFO 1°. La Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a 
partir de la recepción de la noticia criminis para formular imputación u ordenar 
motivadamente el archivo de la indagación. Este término máximo será de tres años 
cuando se presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados. 
Cuando se trate de investigaciones por delitos que sean de competencia de los 
jueces penales del circuito especializado el término máximo será de cinco años. 

PARÁGRAFO 2°. Tratándose de los delitos de homicidio (Art. 103 C.P.), feminicidio 
(Art. 104A C.P.), violencia intrafamiliar (Art. 229 C.P.) o de delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexual (Título IV C.P.), perpetrados contra menores de 
dieciocho (18) años, la Fiscalía tendrá un término de ocho (8) meses contados a 
partir de la recepción de la noticia criminal para formular la imputación u ordenar 
mediante decisión motivada el archivo de la indagación, prorrogables por una sola 
vez hasta por seis (6) meses cuando medie justificación razonable. 

Si vencido este término no se ha llevado a cabo la imputación o el archivo, el fiscal 
que esté conociendo del proceso será relevado del caso y se designará otro fiscal, 
dentro de los tres (3) días hábiles siguientes, quien deberá resolver sobre la 
formulación de imputación o el archivo en un término perentorio de noventa (90) 
días, contados a partir del momento en que se le asigne el caso.

Lo previsto en este parágrafo no obstará para que se pueda disponer la reapertura 
del caso cuando exista mérito para ello. 

PARÁGRAFO 3°. En los procesos por delitos de competencia de los jueces penales 
del circuito especializados, por delitos contra la Administración Pública y por delitos 
contra el patrimonio económico que recaigan sobre bienes del Estado respecto de 
los cuales proceda la detención preventiva, los anteriores términos se duplicarán 
cuando sean tres (3) o más los imputados o los delitos objeto de investigación”. 

ARTÍCULO 3. Modifíquese el artículo 201 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará 
así: 

“ARTÍCULO 201. ÓRGANOS DE POLICÍA JUDICIAL PERMANENTE. Ejercen 
permanentemente las funciones de policía judicial los servidores investidos de esa 
función, pertenecientes al Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General 

de la Nación y a la Policía Nacional, por intermedio de sus dependencias 
especializadas. 

PARÁGRAFO1°. En los lugares del territorio nacional donde no hubiere miembros 
de policía judicial de la Policía Nacional, estas funciones las podrá ejercer la Policía 
Nacional. 

PARÁGRAFO 2°. La Fiscalía General de la Nación contará con una Unidad Especial 
de Investigación de delitos priorizados cometidos contra la Infancia y la 
Adolescencia, con equipos técnicos y profesionales suficientes e idóneos del 
Cuerpo Técnico de Investigación para desarrollar el programa metodológico trazado 
por el ente acusador. Esta Unidad Especial funcionará de conformidad con lo 
normado en la ley y en el estatuto orgánico de la Fiscalía General de la Nación.

PARÁGRAFO 3°. La Unidad Especial de Investigación de Delitos Priorizados 
cometidos contra menores de edad operará de forma articulada y bajo el principio 
de colaboración armónica entre sus distintos miembros, los cuales serán 
funcionarios de la Fiscalía General de la Nación, Cuerpo Técnico de Investigación 
Judicial, Policía de Infancia y Adolescencia, Defensores Públicos, Jueces de 
Garantías y Jueces de Conocimiento. La conformación de la Unidad Especial de 
Investigación de Delitos Priorizados cometidos contra menores de edad será 
reglamentada conforme al estudio de cargas que se contempla en el artículo 
siguiente. La Unidad Especial de Investigación de Delitos Priorizados estará 
articulada con las Defensorías de Familia mediante la emisión y recepción de 
alertas, que permitan iniciar las actuaciones procedentes en el marco de sus 
competencias, para la protección garantía y restablecimiento de derechos de niñas, 
niños y adolescentes.

ARTÍCULO 4. En un plazo de seis (6) meses contados a partir de la expedición de 
la presente ley, deberá definirse la creación, conformación y ubicación de la Unidad 
Especial de Investigación de Delitos Priorizados cometidos contra menores de 
edad, conforme a lo establecido en el estudio de carga presentado por la Fiscalía 
General de la Nación y el Consejo Superior de la Judicatura. Lo anterior, sin perjuicio 
de que en el estudio de carga participen, según sean requeridos, el Cuerpo Técnico 
de Investigación Judicial, la Policía de Infancia y Adolescencia, el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística -DANE-, Consejería Presidencial para la 
Niñez, Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer y Adolescencia, así 
como la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos y Asuntos 
Internacionales.  
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ARTÍCULO 5. En el Presupuesto General de la Nación se deberá garantizar de 
manera progresiva un porcentaje razonable para la financiación de la Unidad 
Especial para la investigación de delitos priorizados cometidos contra la infancia y 
la adolescencia, y en general para la consecución de las labores de investigación 
por parte de la Fiscalía General de la Nación. Sin perjuicio de lo anterior, las fuentes 
de financiación también podrán provenir de aportes otorgados por cooperación 
internacional.

PARÁGRAFO. Este porcentaje variará positiva o negativamente conforme a los 
resultados obtenidos en las labores de la unidad y el impacto que tengan en la 
administración de justicia, para lo cual anualmente se hará la calificación de este 
elemento. 

ARTÍCULO 6. Establézcase el término perentorio de un (1) año contado a partir de 
la vigencia de la presente Ley para que la Fiscalía General de la Nación proceda 
con la reglamentación e implementación de lo aquí previsto. 

ARTÍCULO 7. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente Ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Cordialmente, 

Esperanza Andrade Serrano
Senadora Ponente
Partido Conservador Colombiano

03-11-21. COMISION PRIMERA H. SENADO DE LA REPUBLICA. SECRETARIA 
COMISION. SESIONES MIXTAS. En la fecha se radica la ponencia para segundo de esta 
iniciativa, en el correo institucional comisión.primera@senado.gov.co. 

03-11-21. COMISION PRIMERA H. SENADO DE LA REPUBLICA. SECRETARIA 
COMISION. SESIONES MIXTAS. Acorde al artículo 165 de la Ley 5ª de 1992, se autoriza por 
parte de la Presidencia y la Secretaría de esta célula legislativa, la publicación de este informe 
de ponencia para segundo debate. 

Presidente,

Secretario,
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